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Sobre:  

JS-Servicios no 

cotizados   

 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Cintrón 

Cintrón, el Juez Pagán Ocasio y el Juez Figueroa Cabán1 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico a 16 de junio de 2022. 

 Comparece el Sr. Segundo Cruz Granell, en adelante 

el señor Cruz o el recurrente, y solicita que revoquemos 

una Resolución emitida por la Junta de Retiro del 

Gobierno de Puerto Rico, en adelante la Junta de Retiro 

o la recurrida. Mediante la misma se confirmó una 

determinación de la Administración de los Sistemas de 

Retiro de los Empleados del Gobierno y la Judicatura, en 

adelante la Administración, en virtud de la cual se 

declaró no ha lugar una solicitud de pago por servicios 

no cotizados.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

se confirma la Resolución recurrida.  

-I- 

 Surge del expediente que el señor Cruz presentó una 

Apelación ante la Administración en la que solicitó que 

se le permitiera efectuar el pago para obtener crédito 

 
1 Mediante la Orden Administrativa OATA-2022-106 se reasigna el caso 

de epígrafe al Hon. Félix R. Figueroa Cabán, en sustitución de la 

Hon. Eileen J. Barresi Ramos. 
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por el periodo no cotizado que había solicitado mientras 

estuvo activo en el servicio público y, de este modo, 

pudiera recibir su pensión de mérito con la base del 

término de 30 años de servicio cumplido y cotizado.2  

 La Administración, por su parte, presentó una 

Contestación a Apelación en la que, entre otros 

remedios, solicitó “la desestimación del presente caso… 

debido a que la única solicitud de servicios no 

cotizados… es de septiembre de 2006 y fue realizada 

cuando el recurrente se encontraba fuera del servicio 

público”.3 

Luego de varios trámites interlocutorios 

impertinentes para adjudicar la controversia ante 

nuestra consideración, se celebró una Vista 

Administrativa en la que, entre otros, declaró el 

recurrente.4 

Posteriormente, la Junta de Síndicos confirmó la 

determinación de la Administración. Razonó:  

Un análisis al artículo 1-107(A) de la 

Ley 447, supra es clara en cuanto a su texto 

e interpretación, “[t]odo pago por 

servicios acreditables no cotizados se hará 

estando el participante en servicio 

activo”. Aun cuando la ley provee para el 

pago de los servicios no acreditados 

mediante plan de pago, el mismo establece 

que tiene que saldarse antes de separarse 

del servicio. Por tal razón, la solicitud 

del Sr. Cruz Granell no procede en derecho. 

. . . . . . . . 

 

Por disposición legal el Sr. Cruz 

Granell no puede realizar el pago de los 

servicios acreditables no cotizados por no 

estar en servicio activo.5  

 

 
2 Apéndice del recurrente, págs. 1-106. 
3 Id., págs. 114-116. 
4 Id., pág. 170. 
5 Id., págs. 177-178. (Énfasis suplido). 
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Inconforme, el recurrente presentó Recurso de 

Revisión en el que alega que la Junta cometió el 

siguiente error:  

Erró la Junta de Síndicos de la 

Administración de los Sistemas de Retiro de 

Empleados de Gobierno y la Judicatura al 

denegar la solicitud del recurrente-

beneficiario don Segundo Cruz Granell para 

obtener crédito por servicios no-cotizados 

mediante paga que solicitó estando en el 

servicio activo.  

 

 Luego de revisar los escritos de las partes y los 

documentos que obran en el expediente, estamos en 

posición de resolver. 

-II- 

A. 

La revisión judicial de las decisiones 

administrativas tiene como fin primordial delimitar la 

discreción de las agencias, para asegurar que ejerzan 

sus funciones conforme la ley y de forma razonable.6 A 

esos efectos, la revisión judicial comprende tres 

aspectos, a saber: 1) la concesión del remedio 

apropiado; 2) la revisión de las determinaciones de 

hecho conforme al criterio de evidencia sustancial; y 3) 

la revisión completa y absoluta de las conclusiones de 

derecho del organismo administrativo.7  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha sintetizado 

los parámetros de revisión judicial de las 

determinaciones administrativas en los siguientes 

términos:   

[L]os tribunales deben deferencia a las 

decisiones de una agencia administrativa, 

 
6 Capó Cruz v. Junta de Planificación, 204 DPR 581 (2020); Puerto 

Rico Horse Owners Association (PRHOA) v. Confederación Hípica de 

Puerto Rico, 202 DPR 509, 521 (2019); Fuentes Bonilla v. ELA, 200 

DPR 364, 379-380 (2018). 
7 Capó Cruz v. Junta de Planificación, supra, pág. 591; Rodríguez 

Ocasio et al. v. ACAA, 197 DPR 852, 860-861 (2017).  
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pero esta cederá cuando: (1) la 

determinación administrativa no está basada 

en evidencia sustancial; (2) el ente 

administrativo erró en la aplicación o 

interpretación de las leyes o reglamentos 

que se le ha encomendado administrar; (3) 

el organismo administrativo actuó 

arbitraria, irrazonable o ilegalmente, 

realizando determinaciones carentes de una 

base racional, o (4) la actuación 

administrativa lesionó derechos 

constitucionales fundamentales. Es 

importante destacar que[,] si el tribunal 

no se encuentra frente a alguna de esas 

situaciones, aunque exista más de una 

interpretación razonable de los hechos, 

procede que se valide la interpretación que 

realizó la agencia administrativa 

recurrida.8   

 

Debemos añadir que la sección 4.5 de la Ley Núm. 

38-2017, según enmendada, conocida como la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de 

Puerto Rico (LPAU), 3 LPRA sec. 9601 et seq., establece 

que las determinaciones de hechos de las decisiones de 

las agencias serán sostenidas por el tribunal, si se 

basan en evidencia sustancial que obra en el expediente 

administrativo.9 Ahora bien, evidencia sustancial es 

“aquella prueba relevante que una mente razonable podría 

aceptar como adecuada para sostener una conclusión”.10 

En consecuencia, se deben “respetar las resoluciones 

administrativas hasta tanto no se demuestre mediante 

evidencia suficiente que la presunción de legalidad ha 

sido superada o invalidada”.11  

 
8 Torres Rivera v. Pol. de Puerto Rico, 196 DPR 606, 628 (2016).  
9 Super Asphalt v. Autoridad para el Financiamiento, 206 DPR 803, 

820 (2021); véase, además, 3 LPRA sec. 9675. 
10 Capó Cruz v. Junta de Planificación, supra, pág. 591, citando 

a Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 77 (2004). 
11 Capó Cruz v. Junta de Planificación, supra, pág. 591; Torres 

Rivera v. Policía de PR, supra. 
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En cuanto a las conclusiones de derecho, estas 

pueden ser revisadas en todos sus aspectos.12 Sin 

embargo, esto no implica que los tribunales gocen de 

libertad absoluta para descartarlas.13 Por el contrario, 

al revisarlas los tribunales tienen que examinar la 

totalidad del expediente y determinar si la 

interpretación es un ejercicio razonable de la 

discreción administrativa basado en la pericia 

particular, en consideraciones de política pública o en 

la apreciación de la prueba.14 Rebasado dicho umbral, 

solo procede sustituir el criterio de la agencia por el 

del tribunal revisor cuando no exista una base racional 

para explicar la decisión administrativa.15  

Finalmente, el criterio de razonabilidad es el que 

impera al revisar las determinaciones e interpretaciones 

de una agencia administrativa.16 Es decir, el tribunal 

debe dirimir si la agencia actuó arbitraria o 

ilegalmente, o en forma tan irrazonable que su actuación 

constituya un abuso de discreción.17  

B. 

 El Artículo 2-102 de la Ley del Sistema de Retiro 

de los Empleados del Gobierno y la Judicatura de Puerto 

Rico, 3 LPRA secs. 761-830, en adelante Ley 447, dispone: 

(a) El retiro será opcional para todo 

participante del Sistema en servicio activo 

a partir de la fecha en que hubiere 

completado por lo menos treinta (30) años 

 
12 Capó Cruz v. Junta de Planificación, supra, pág. 591; Otero v. 

Toyota, 163 DPR 716, 729 (2005). Véase, además, Super Asphalt v. 

Autoridad para el Financiamiento, supra. 
13 Id. 
14 Otero v. Toyota, supra, pág. 729. 
15 Super Asphalt v. Autoridad para el Financiamiento, supra, pág. 

819; Torres Rivera v. Pol. de Puerto Rico, supra. 
16 Véase Otero v. Toyota, supra, pág. 729 (2005).  
17 Super Asphalt v. Autoridad para el Financiamiento, supra, pág. 

820, citando a Graciani v. Garage Isla Verde, 202 DPR 117, 127 

(2019). 
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de servicios acreditados. Dicho 

participante tendrá derecho a recibir la 

anualidad por mérito de 30 años o más de 

servicios, según se establece en los 

incisos (B) y (C) de este artículo.  

 

Por su parte, el Artículo 1-106(a) de la Ley 447, 

id., establece el mecanismo que tiene un participante en 

el Sistema de Retiro para completar los años de servicio 

requeridos para tener derecho a recibir la anualidad por 

mérito de 30 años o más de servicio: 

(a) Servicios acreditables. Será servicio 

acreditable todo el tiempo servido por un 

individuo como empleado regular 

participante del Sistema y durante el cual 

pague al Sistema las aportaciones 

correspondientes, según lo dispuesto en 

esta ley. 

 

(b) Servicios anteriores. A partir de la 

fecha de aplicación del Sistema, todo 

servicio prestado por un participante desde 

la última fecha de su ingreso en la 

matrícula del Sistema y respecto del cual 

servicio hubieren sido hechas las 

correspondientes aportaciones, contará como 

servicio posterior. Comenzando en la fecha 

de su primer nombramiento, los servicios 

prestados con anterioridad a la fecha de 

aplicación del Sistema, por cualquier 

participante, en un departamento, división, 

agencia instrumentalidad o municipio del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

contarán como servicios anteriores si el 

participante ha pagado o paga al Sistema, 

en la forma que lo disponga el 

Administrador, las aportaciones que 

correspondan a los años de servicio 

prestados a partir de Enero 1 de 1924, de 

acuerdo con los tipos en vigor dispuestos 

en la leyes para establecer el retiro de 

los funcionarios y empleados permanentes 

del Gobierno de Puerto Rico, aprobados el 

22 de septiembre de 1923, el 2 de septiembre 

de 1925 y el 16 de julio de 1935, o de 

acuerdo con los tipos en vigor en sistemas 

sobreseídos  para la fecha en que se 

prestaron los servicios. Al empleado que 

hubiese recibido reembolsos de sus 

aportaciones a los fondos de pensiones 
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sobreseídos por este Sistema, no se la 

acreditará el período correspondiente a 

dichos reembolsos, a menos que reintegre al 

Sistema sumas equivalentes a los referidos 

reembolsos.” […]  

 

Ahora bien, es una condición fundamental para 

solicitar el pago y acreditación de los servicios, que: 

(a) Todo pago por servicios acreditables 

no cotizados se hará estando el 

participante en servicio activo e incluirá 

los intereses correspondientes al tipo que 

determine la Junta, desde la fecha de pago 

total de los mismos si se pagasen en 

efectivo o hasta la fecha en que el 

Administrador conceda un plan de pago.18  

Cónsono con lo anterior, el Reglamento General para 

la Concesión de Pensiones, Beneficios y Derechos de los 

Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno y la 

Judicatura, Reglamento Núm. 4930 de 22 de abril de 1993, 

en adelante, Reglamento 4930, en su sección 11.2 

reconoce, que:  

Cualquier participante del Sistema que se 

encuentre en servicio activo, podrá 

solicitar del Administrador que le acredite 

servicios no cotizados. Si el participante 

interesa que se le conceda un plan para el 

pago de los servicios no cotizados o un 

préstamo personal especial, deberá así 

pedirlo al radicar la solicitud de crédito 

por servicios no cotizados. (Énfasis 

suplido). 

 

 Sin embargo, la sección 11.10 del Reglamento 4930 

establece: 

El pago por los servicios no cotizados 

deberá efectuarse mientras el participante 

esté en servicio activo.19 Todo plan de 

pagos deberá saldarse antes de solicitar 

pensión por mérito o por edad y años de 

servicio, a excepción de los casos en que 

 
18 Art. 1-107 de la Ley del Sistema de Retiro de los Empleados del 

Gobierno y la Judicatura de Puerto Rico, 3 LPRA sec. 765a (2021). 

(Énfasis suplido). 
19 Regla 11.10 del Reglamento General para la Concesión de Pensiones, 

Beneficios y Derechos de los Sistemas de Retiro de los Empleados 

del Gobierno y la Judicatura, Reglamento Núm. 4930 de 22 de abril 

de 1993. (Énfasis suplido). 
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el participante sea cesanteado 

involuntariamente del servicio o antes de 

haber saldado el costo total del plan. 

(Énfasis suplido). 

  

-III- 

En síntesis, el recurrente solicita que se le 

permita pagar para obtener crédito por periodo trabajado 

como empleado irregular porque solicitó el crédito por 

periodos no cotizados estando en el servicio activo, 

pero la Administración no respondió a su petición 

mientras estaba empleado. Su coordinador en la Autoridad 

de Edificios Públicos le representó y certificó que 

cumplía con los 30 años de servicio cotizado al solicitar 

la pensión y fue diligente en el reclamo de sus derechos. 

En cambio, la Junta arguye que la determinación 

recurrida es correcta porque tanto para acreditar el 

servicio no cotizado como para efectuar el pago, el 

participante tiene que estar en el servicio activo. 

Nuestra revisión independiente del expediente 

administrativo revela que el 26 de abril de 2007, 

mientras estaba en servicio activo, el señor Cruz 

presentó una Solicitud de Crédito por Servicios No 

Cotizados o Informe de Deuda por Cambio al Plan de 

Completa Suplementación. Con su petición solicitó que se 

le concediera un plan de pago de seis (6) meses. Sin 

embargo, cinco días más tarde, es decir, el 1 de mayo de 

2007, el recurrente renunció al servicio activo para 

acogerse a la jubilación sin efectuar el pago 

correspondiente. Esta determinación de hecho está basada 

en el expediente administrativo.  

Ahora bien, como discutimos previamente, la Ley 447 

y el Reglamento 4930 establecen inequívocamente que todo 
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pago por servicios acreditados no cotizados tiene que 

efectuarse mientras el participante está activo, es 

decir, antes de solicitar pensión por cualquier 

concepto. Al aplicar la normativa jurídica y 

reglamentaria pertinente al hecho que obra en el 

expediente es forzoso concluir que procede denegar la 

solicitud del recurrente para obtener crédito por 

servicios no cotizados.  Ello obedece a que el recurrente 

no efectuó el pago mientras estaba en el servicio activo. 

De este modo, no bastaba presentar la solicitud para la 

acreditación de servicios no cotizados mientras el 

recurrente se encontraba en el servicio activo. También 

tenía que efectuar el pago mientras estaba activo, lo 

que indiscutiblemente no ocurrió en el caso ante nos. 

El recurrente alega que no realizó el pago porque 

la recurrida no le respondió mientras estaba en el 

servicio activo; el coordinador de la entidad 

gubernamental en la que trabajó lo indujo a error debido 

a que le representó que tenía 30 años de servicio 

cotizados; y fue diligente en el trámite de su pensión. 

Sin embargo, todos esos argumentos se ventilaron en la 

vista administrativa celebrada, en la que declaró el 

recurrente y no fueron acogidos por el órgano 

administrativo recurrido. En lo que a este tribunal 

intermedio respecta, no tenemos razón alguna para dejar 

sin efecto la apreciación de la prueba del foro 

recurrido. Tampoco el recurrente nos ha puesto en 

posición de hacerlo. 

En fin, el recurrente no derrotó la presunción de 

corrección que cobija la determinación administrativa 

recurrida.  
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De lo anterior debemos concluir que las 

determinaciones de hecho y la interpretación del derecho 

de la Junta de Retiro son razonables por lo cual no se 

justifica intervenir con la determinación recurrida.  

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Resolución recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


